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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Daniel Díaz Maynard. 
MIEMBROS: Señores Representantes Roberto Conde, Pablo Mieres y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Por el Banco de Previsión Social, técnico agropecuario Carlos Gasparri, Presidente; doctor 
Luis A. Herrera, maestro Arturo Fernández y señores Ariel Ferrari y Mario Menéndez, 
miembros del Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Díaz Maynard).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 15) 


La Comisión Especial con fines legislativos sobre las situaciones de pobreza tiene mucho gusto en recibir a la 
delegación del Directorio del Banco de Previsión Social, integrada por su Presidente, Técnico Agropecuario 
Carlos Gasparri, por el Director representante de los empresarios, Mario Menéndez, por el Director Luis 
Herrera, por el Director representante de los trabajadores, Ariel Ferrari y por el Director Arturo Fernández. 
Como ya conocen el motivo de la convocatoria, les cedemos la palabra. 


SEÑOR GASPARRI.- La temática que nos convoca hoy es muy amplia e importante; la Comisión nos 
planteó analizar algunas acciones que estaba llevando adelante el Banco respecto a la pobreza y a las 
incapacidades. 


En lo que tiene que ver con la pobreza, el Banco de Previsión Social es una institución gestora de las políticas 
y acciones de seguridad social. Cuando analizamos qué son las políticas de seguridad social, podemos 
visualizar que la totalidad de la actividad que el Banco desempeña está incluida en la sociedad para que la 
pobreza no exista o se minimice. 


Cuando analizamos las prestaciones que el Banco otorga -jubilaciones, pensiones-, más de setecientas mil en 
esta oportunidad, y lo hacemos reflexionando sobre las personas mayores de sesenta años en el Uruguay -lo 
que se daría en llamar tercera edad-, comprobamos que la cobertura para esta población se encuentra en el 
entorno del 80%. Estas son cifras de un estudio realizado allá por el año 2000, aunque hoy las cifras sobre la 
cobertura pueden ser un poco inferiores teniendo en cuenta la referencia de sesenta años, porque está 
habiendo jubilaciones promedialmente a los sesenta y cinco años de edad. Debido a esto se tendría que 


modificar un poco el concepto de cobertura de seguridad social. De todas formas y de acuerdo con ese 
estudio, podemos decir que el 80% de las personas mayores de sesenta años tienen cobertura de seguridad 
social, fundamentalmente, a través de las jubilaciones y pensiones. 


Por lo tanto, es importante ver en esa área cómo eso incide en los hogares. Al analizar una ayuda importante 
para los mayores de sesenta años, advertimos que aproximadamente el 40% de los hogares uruguayos cuenta 
con personas pasivas. Más precisamente, en el 41% de los hogares hay pasivos. Cuando analizamos el efecto 
de esa pasividad sobre el ingreso total de esas familias, advertimos que promedialmente también el 40% de lo 
que ingresa en esa familia es la pensión o la jubilación. El efecto de la jubilación o la pensión en ese tipo de 
cobertura que tiene la seguridad social y cómo incide entre las familias uruguayas es muy importante, así 
como la injerencia que tiene en la pobreza. Esto también se determina en los trabajos que tenemos, ya que se 
estima que un conjunto importante de estos núcleos familiares no llega al grado de pobreza debido a esa 
jubilación o pensión. 


Este es un enfoque amplio, que creo es importante poner al principio de esta temática para visualizar la 
incidencia que puedan tener las políticas que aplicamos desde el Banco de Previsión Social. 


El otro aspecto importante de visualizar es cómo han ido modificándose las pensiones mínimas. Cuando vino 
la reforma de la seguridad social, existió una proyección de incremento de las pensiones mínimas. En las 
jubilaciones o pensiones de menores recursos existieron impactos de hasta 140% de aumento; eso lo 
estableció la Ley N” 16.713 y ha sido importante, porque mirando la incidencia que tiene la jubilación o la 
pensión en casi la mitad de los hogares uruguayos, el aumento del mínimo jubilatorio ha tenido una 
gravitación trascendente en los de menos recursos. Si estudiamos las situaciones de pobreza, advertimos que 
las jubilaciones mínimas en los últimos años han tenido una ayuda mayor, enfocada hacia un beneficio de 
esos hogares. 


En cuanto a la actuación del Banco, debo decir que en estos últimos años el gran esfuerzo ha apuntado a 
cumplir con los jubilados y pensionistas, a pagarles en fecha, teniendo en cuenta la crisis que ha tenido el 
país. Conscientes del efecto, del impacto que podía tener sobre la sociedad un incumplimiento de este tipo, 
nuestra acción y preocupación se ha enfocado en cumplir y, gracias a Dios, lo hemos hecho a carta cabal con 
el pago y la asistencia de todo tipo de beneficio que presta el Banco de Previsión Social. 


Otros aspectos que podemos ir visualizando, fundamentalmente en cuanto a la pobreza y a las personas 
mayores, es que en los últimos años ha existido, sin duda, un comienzo de políticas dirigidas a la seguridad 
social. Si analizamos la historia, advertiremos que la seguridad social uruguaya siempre ha estado planteada 
en que el empleo era del cien por ciento. Todo se basaba en el empleo; el que contaba con empleo, tenía 
derecho a una jubilación y a beneficios. Se pensaba que manejando la parte del empleo -que sería, por lógica, 
sin desempleo- tendríamos una política de seguridad social completa. Estamos alejados de eso. Hay una 
cantidad de elementos como el desempleo, la unipersonalidad en el trabajo, las políticas de acciones de estar 
en negro, las dificultades de los controles, que han ido distorsionando la seguridad social. Enfocando solo el 
tema de la actividad, estábamos tranquilos, ya que teníamos cobertura social para todos. Hoy no; tenemos 
gente que, además de eso, está teniendo dificultades y problemas sociales. 


Allí nacen algunas políticas, que están orientadas a la necesidad de los pobres o a tener cierta cobertura en 
donde no hay otra actividad. El mejor ejemplo de ello -que es muy reciente- es la última ley de asignaciones 
familiares, votada por todos, en la que estamos diciendo: "Esto ya no es una política para los hijos de 
trabajadores, para los hijos de las cabezas de hogar o monoparentales, pero siempre con una cierta actividad. 
Hoy, esta política es para todos aquellos que no tienen cobertura". Por consiguiente, estamos llegando a casi 
una generalización de las asignaciones familiares e incluyendo una realidad social distinta, que no está atada 
al empleo, a la actividad ni al salario. 


Creo que es importante visualizar ese tipo de política dirigida. Si pensamos un poco en el futuro, debemos 
ver cómo damos ese tipo de cobertura, porque evidentemente la realidad ha cambiado y se producen esos 
vacíos que las legislaciones o las políticas sobre seguridad social que tenemos, no estarían llenando. 


En cuanto a la tercera edad, debo decir que en los últimos años para algunos casos hemos agregado, como 
una política dirigida a los de menores recursos, DISSE o cuota mutual. Se trata de 50.000 pasivos que en su 
época activa fueron dependientes y que tienen un ingreso inferior a dos salarios mínimos nacionales. 


Entonces, en esos casos, la asistencia de salud es gratuita desde hace unos cuantos años, política dirigida con 
un enfoque muy especial hacia ese sector. 


Con relación a la política de viviendas para pasivos también está totalmente dirigida a aquellos que en su vida 
activa no lograron la vivienda propia, no tienen un patrimonio y no tienen una defensa de la sociedad y de la 
familia. Entonces, como sus jubilaciones y pensiones son de muy bajos ingresos, les estamos otorgando 
viviendas. Al día de hoy se han entregado 5.070 viviendas y, posiblemente en poco tiempo, estaremos 
otorgando otro tipo de soluciones habitacionales para poder lograr un impacto mayor en las cinco mil o seis 
mil personas que todavía están esperando tener un techo a fin de vivir dignamente los años que le quedan por 
delante. 


De alguna manera, esas políticas también están haciendo un piso para que con la cobertura que estamos 
dando las personas no lleguen al nivel de pobreza y, en algunos casos, sacándolas de ese nivel. 


En cuanto a los servicios sociales que se prestan a las personas de la tercera edad, no solamente son de índole 
económica, sino que también se otorga asistencia social, es decir, políticas que estamos desempeñando 
conjuntamente con organizaciones no gubernamentales, que son una gigantesca herramienta que la sociedad 
uruguaya tiene y que trabaja silenciosamente, ayudando a las personas más necesitadas: hogares de ancianos, 
clubes, clubes de abuelos, asociaciones de jubilados. En la actualidad, el Banco de Previsión Social tiene 
contacto con más de quinientas organizaciones no gubernamentales que, con una pequeña ayuda económica 
para algunas cosas, y con asistencia técnica y con la apoyatura de cursos a fin de preparar a esos voluntarios 
sociales que hay, está tratando de mejorar y de ayudar a toda esa base de sustento que estas dan a la gente de 
peor situación económica y que es totalmente sin fines de lucro. 


Puede haber también otros aspectos, como nuestras políticas de turismo social y la política de créditos que 
aplicó el Banco de Previsión Social a los pensionistas. 


Como saben, hace ya unos años, visualizando que los pensionistas no tenían un crédito financiero en plaza, 
ya que se consideraban de alto riesgo por su edad y por su poca capacidad de repago debido a sus bajos 
ingresos, el Banco de Previsión Social inició una política de créditos para pensionistas en primera instancia. 
Se puede decir que la tasa de interés que se cobra es del costo de un seguro de vida, que es lo que el Banco 
aplica para dar una cobertura a ese crédito y, de esa manera, diría que miles y miles de pensionistas pudieron 
empezar a tener financieramente un desahogo que no tenían en la plaza porque no eran personas de interés. 
Más adelante, entramos a considerar las jubilaciones cuyos montos se situaban entre uno y dos salarios 
mínimos nacionales, y fuimos ampliando esas líneas de crédito para otras franjas de pasivos. Evidentemente, 
las franjas superiores también quedaron para la plaza, es decir, que el Banco no ha intervenido, pero entre lo 
que puede ser el enfoque de aquellos de menores ingresos y de mayor riesgo como los pensionistas a la vejez, 
el Banco aplicó esas políticas de crédito que tienen por objetivo dar esa apoyatura financiera en los 
momentos importantes que pueden estar viviendo 


Asimismo, estamos visualizando otro tipo de acción que, sumado a todo lo que hemos comentado, puede ser 
políticas dirigidas a tratar de ayudar a aquel sector de mayor riesgo. 


Si me preguntaran qué otras políticas podría llevar adelante el Banco, diría que es difícil. Como mencioné al 
principio, el Banco es un instrumento de gestión de las políticas. Como ustedes saben, también es una 
institución deficitaria, por lo que tampoco tiene la posibilidad de la creación propia con erogaciones, porque 
no hay fondos. De todas maneras, muchos de los aspectos que hemos venido comentando, como el del 
crédito, fueron mecanismos que pudo llevar adelante el Banco juntando capitales de las AFAP y solicitando 
líneas de crédito. Asimismo, hemos hecho gestiones o llevado adelante actividades que no han afectado los 
ingresos ni los egresos de la institución, pudiendo dar esa cobertura. Me refiero al tema del turismo y al área 
de apoyatura de las ONG. Si bien eso implica un gasto de dinero, el monto con respecto al efecto positivo 
que da, es totalmente viable por parte del Banco. Entonces, hemos ido gestionando y aplicando todas esas 
políticas y, reitero, todas tienen orientación hacia eso. 


Quedan más cosas para decir, pero quisiera hacer un resumen. Creo que la Comisión no solo quería 
escucharnos sino también dialogar en torno a esta temática. Estoy dando estas grandes cifras para luego 
enriquecer la charla. 


Con relación al tema de la discapacidad, diría que el Banco tiene una gestión referida al tema de las 
pensiones por incapacidad parcial o total. Podemos decir que en este momento estamos pagando alrededor de 
48.000 pensiones, lo que representa alrededor de US$ 35:000.000 al año. Independientemente de eso, están 
las pensiones a la vejez, que son alrededor de 17.000 y que podemos tomar como un sustento de la situación 
de pobreza. Sin duda, esta es una prestación clara y definida para aquellas personas mayores de setenta años 
y con situación de riesgo social. 


También vale la pena comentar que cuando hablamos de discapacidad, a pesar de que el Banco hace un 
esfuerzo, no está involucrado desde el punto de vista legal. Si se analiza la ley sobre discapacidad aprobada 
en nuestro país, se podrá advertir que el Banco de Previsión Social no está incluido como responsable de 
algo, ni como integrante de la comisión para el estudio o planificación de políticas; directamente, el Banco de 
Previsión Social no existe. No digo esto para sacar el lazo sino al contrario, porque estamos involucrados en 
el tema de la incapacidad y estamos conectados con muchas organizaciones, es decir que estamos muy 
vigentes; podemos llegar a hacer más cosas y mejor, pero tenemos limitaciones. 


Si ustedes leen la ley la Ley N* 16.095 podrán advertir que la parte de los aspectos educativos está dirigida al 
Ministerio de Educación y Cultura, los temas de salud y de discapacidad, al Ministerio de Salud Pública y la 
temática del trabajo y reinserción laboral al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Diríamos que ellos son 
los grandes responsables o las estructuras que se planificaron en esa ley de discapacidad en la cual el Banco 
de Previsión Social no intervino. 


SEÑOR TROBO.- ¿El Banco de Previsión Social ha procurado ingresar como miembro a la Comisión, 
a través de un proyecto de ley o de algún otro tipo de iniciativa? 


SEÑOR GASPARRI.- Sí; hemos hecho contactos en ese sentido y hemos mandado notas solicitando 
integrar la Comisión. 


SEÑOR FERRARI.- Estamos participando aunque no como miembros plenos de la Comisión. El 
Directorio designó titular y suplente, ya que la propia Comisión Nacional Honoraria entendió la 
necesidad de que el Banco de Previsión Social participara, pero eso no está dispuesto por la ley. 


SEÑOR TROBO.- Luego de la aprobación de la Ley_N* 16.095 ha habido iniciativas legislativas que 
incluyeron a otros organismos del Estado como miembros plenos de la Comisión Nacional Honoraria 
del Discapacitado. Creo que a nivel legislativo, por lo menos en los debates, no se encontró ningún 
obstáculo para incluir a esas instituciones, y así se hizo. Por lo tanto, creo que sería interesante que el 
Banco de Previsión Social tuviera la iniciativa de solicitar ser incluido, que lo pidiera la propia 
Comisión, que el Parlamento presentara un proyecto de ley o que eventualmente el Poder Ejecutivo, 
por pedido del Banco de Previsión Social, solicitara la inclusión. Esto sería formalmente importante 
porque es una Comisión que tiene miembros plenos y otros que asisten o cooperan, pero la membresía 
es muy importante. 


SEÑOR GASPARRI.- Quiero hacer un comentario sobre la incidencia de la discapacidad en las 
personas mayores. Teniendo en cuenta esos 700.000 jubilados y pensionistas con que el Banco tiene 
contacto permanente, ¿cuál es la situación de Uruguay con referencia a la discapacidad de las personas 
mayores? 


Tenemos un estudio -del que voy a leer cuatro o cinco cifras nada más- que demuestra que no tenemos 
mayores problemas en términos de discapacidad en las personas mayores o con autovalidez como para tener 
que dar un tipo especial de atención. 


En cuanto al envejecimiento ideal, el estudio señala que cuando el estado de salud es muy bueno y los 
factores de riesgo son bajos, en Uruguay corresponde al 4,2% de las personas; en cuanto al envejecimiento 
activo, cuando se presenta un estado de salud bueno y factores de riesgo bajo, el porcentaje es del 3,7%; en lo 
que respecta al envejecimiento habitual, con factores de riesgo alto o relativo, el porcentaje es del 88% y en 
cuanto al envejecimiento patológico, cuando se depende de terceras personas, el porcentaje es del 4,1%. 


Doy estos datos para ubicarnos en el escenario que respondería a la visión de un Banco desarrollando 
acciones destinadas a los mayores con envejecimiento patológico; estaríamos hablando de un 4%; no son 
pocas personas, pero no es un porcentaje que haya llevado al Banco a realizar ciertas acciones 


Con respecto al envejecimiento y demás, Uruguay tiene comisiones que están ubicadas en el Ministerio de 
Salud Pública, pues el país ha puesto el manejo del tema y las potestades relativas al envejecimiento con 
problemas de salud en el área de salud pública; se podría decir que el Banco de Previsión Social acompaña. 


Recién comentaba que las prestaciones mayores son 47.000 


¿Qué otras cosas hace el Banco? En el tema discapacidad, por el sistema de asignaciones familiares damos 
asistencia a la problemática de los chicos con síndrome de Down y con discapacidad. En estos casos, el 
Banco ofrece como prestación el pago de colegios especiales o del transporte que lleva a esos chicos al 
colegio, de manera tal de prestar una asistencia a la familia. Más de una vez hemos estado discutiendo qué 
hacer con los chicos mayores de 18 años, ya que la ley nos topea de alguna manera, aunque en algunos casos 
el Banco sigue pagando a personas mayores de 30 años. La realidad es que en este tema debemos tener en 
cuenta al discapacitado y a la familia. Una cosa es tratar de mejorar el conocimiento de la persona y fomentar 
el enriquecimiento personal de los chicos pero, ¿cómo la sociedad en su conjunto ayuda al núcleo familiar? 
Una forma es que, de repente, el chico pueda ir a un lugar donde esté bien atendido, por ejemplo, un hogar 
diurno. Ya no es un tema educativo, porque quizás esa persona haya llegado a un cierto límite de desarrollo 
funcional, pero sí puede acceder a recreación y a una cantidad de valores muy importantes, que también le 
sirven a la familia. Aquí hay temas que el día de mañana uno podría seguir ampliando o mejorando en 
términos de gestión, enfocando el aspecto de la discapacidad, fundamentalmente, en los chicos con síndrome 
de Down o con problemas mentales o motrices, inclusive severos. Se nos hace difícil, por lo que 
comentábamos hoy, seguir ampliando los beneficios en esas áreas. 


El Banco también tiene prestaciones relacionadas con los trabajadores. Pensemos, por ejemplo, en un 
trabajador que en su vida activa tiene un accidente laboral. Estamos hablando de piernas y brazos 
ortopédicos, de miles de prótesis y de beneficios que el Banco paga por año y que representan muchos 
millones de dólares, atendiendo las problemáticas que suceden en la vida activa. Más allá de las jubilaciones 
y de las pensiones hay acciones concretas -desde el pago de una peluca hasta una prótesis mamaria- con las 
que el Banco cumple una función de apoyatura, ayudando también a la reinserción laboral. A la hora de dar 
ese tipo de beneficios siempre tenemos en cuenta la edad de la persona, su capacidad de reinsertarse 
laboralmente en forma rápida. Quiere decir que hay elementos que en el Directorio y en las resoluciones que 
orientan ese tipo de apoyatura se tienen en cuenta, porque es una manera de ayudar a la reinserción de esos 
trabajadores. 


SEÑOR TROBO.- Además de las pensiones por discapacidad -que al principio el señor Gasparri dijo 
que eran 48.000 y luego 47.000; la cifra debe estar en el medio-, hay una cuestión que uno ve con 
preocupación porque se plantea habitualmente, y es la obtención de sillas de ruedas. Inclusive, hay 
instituciones privadas que se dedican a resolver el problema mediante donaciones. Muchísima gente 
necesita sillas de ruedas para tener una movilidad mínima, aunque sea en su hogar. Mi pregunta es si el 
Banco, entre sus planes, tiene el de proporcionar sillas de ruedas a personas que las necesiten o, en su 
defecto, de financiar la compra o de hacerles un préstamo -como el que se da a los pensionistas- para 
que puedan comprarlas. En general, cuando se nos demanda una silla de ruedas es para una persona 
que la necesita y no puede obtenerla. Quizás no existe esa facilidad o no se puede financiar, pero como 
el individuo tiene una pensión podría obtener un préstamo para acceder a ese bien. 


SEÑOR GASPARRI.- Puede obtenerla por el sistema de asignaciones familiares, por DISSE y, en 
algunos casos concretos, el Banco hace convenios con instituciones que prestan las sillas. Tenemos 
distintas fórmulas para ayudar en estos casos. En algunos casos, por DISSE, adquirimos sillas de muy 
elevado valor -muy modernas desde el punto de vista tecnológico-, precisamente, para beneficiar a ese 
trabajador que necesita manejarse de manera adecuada; en algunos casos, tenemos que mandarlas a 
hacer, por ser las necesidades muy específicas. Quien está parapléjico, por ejemplo, requiere que la 
postura de su cuerpo esté perfecta, por lo que prácticamente debe calzar en la silla de ruedas. 


Voy a dar las cifras exactas. Por invalidez común, tenemos 35.619 personas; por invalidez severa, 12.228, 
alcanzándose un total de 47.847. Por concepto de subsidio transitorio por incapacidad parcial, tenemos 1.320 


personas. Las pensiones a la vejez alcanzan a 16.991. Estos son datos correspondientes al mes de junio de 
2004. El total general de pensión e invalidez por este mes de junio alcanzó a $ 101:362.419. Eso explica los 
US$ 34:000.000 o US$ 35:000.000 correspondientes a invalidez por año. Por concepto de pensiones a la 
vejez, el monto asciende a $ 31:026.690 por el mes de junio. 


En cuanto a las prótesis, están previstos desde almohadones antiéscaras, aros, audífonos, bastones, cintas 
adherentes hasta collaretes cervicales, corsés, espaldares, expansores, fajas ortopédicas, en procura de ayudar 
a resolver pequeñas necesidades que no llegan a ser discapacidades. 


Con respecto a las asignaciones familiares, a partir de la aplicación de la nueva ley, estimamos que 100.000 
niños más podrían estar haciendo uso de este beneficio. Se inscribieron más de 50.000 en estos días y en esta 
semana de julio están cobrando 40.000 de ellos. Quiere decir que la respuesta fue muy buena y rápida. Lo 
que se planteó en su momento de llamar a Primaria y a Secundaria y entregar formularios para que los chicos 
llevaran a las casas fue realmente importante, porque generó un rápido interés. En poco más de quince días 
teníamos 30.000 chicos y estamos pagando, reitero, a 40.000. Estimamos que en muy pocos meses más habrá 
completa claridad en las cifras. 


Evidentemente, esta política está dirigida a aquellos que están como marginados. De esta manera, estaríamos 
superando los 500.000 niños asistidos a través de las distintas leyes de asignaciones familiares. 


Tenemos la tranquilidad de haber cubierto a todos aquellos que pudieran necesitar una mano del resto de la 
sociedad. Entendemos que los chicos que están quedando fuera de la cobertura -unos 250.000- tienen un 
poder adquisitivo mayor y no estaríamos alentando de parte de la sociedad una política hacia ellos. Ya con 
esto estamos haciendo una cobertura total, sin perjuicio de lo anterior. 


Estos beneficios ayudan a combatir la pobreza infantil. Resulta importante destacar que es necesario 
presentar la escolaridad del chico, mientras que en esta última ley se pide, además, un certificado de 
asistencia de salud, por lo cual deben ser vistos por un médico cada seis meses. Es la primera vez que lo 
estamos exigiendo y nos parece muy positivo. 


Satisfechos no vamos a quedar nunca, pero estamos bien en materia de cobertura, ya que estamos alcanzando 
niveles muy importantes. 


SEÑOR MIERES.- Fue muy oportuno el planteo porque nos permite conocer de primera mano cómo 
está operando el Banco de Previsión Social en áreas vinculadas con nuestra preocupación y con el 
objeto de esta Comisión parlamentaria. 


Voy a trasladar las inquietudes que a mí me llegan para que el Directorio del Banco de Previsión Social las 
reciba. 


De acuerdo con lo que establece la ley, en materia de asignaciones familiares hay un tope de tres salarios 
mínimos nacionales. Allí se plantea una distancia entre los criterios manejados por el Instituto Nacional de 
Estadística para determinar la pobreza -que está bastante por encima de los tres salarios mínimos nacionales- 
y el límite que se impone a la hora de considerar la posibilidad de estar cubierto por el beneficio de 
asignación familiar. Diría, entonces, que todavía nos queda otro trecho por cubrir, que tiene que ver con los 
menores que, recibiendo más de tres salarios mínimos nacionales, no están dentro de lo que se define como 
límite de la situación de pobreza. Creo que correspondería que el beneficio de la asignación familiar se 
extendiera a ese sector de chiquilines que, siendo pobres, no lo son tanto como para recibir el beneficio. Sin 
embargo, siguen estando en una situación de necesidad y de dificultad. Tres salarios mínimos nacionales, por 
ahora -salvo que el monto del salario mínimo nacional cambie a la brevedad-, representa un nivel de ingresos 
familiares realmente bajo. De todos modos, este es un avance, como dijimos en su momento, cuando se votó 
el proyecto en el Parlamento. Si bien se demoró bastante, por lo menos, logramos este paso. 


El segundo aspecto que nos preocupa está referido a la reglamentación. Sé que en este caso la reglamentación 
no ha sido un obstáculo, pero recuerdo que cuando se votó la ley de ampliación del beneficio de la asignación 
familiar en 1999, en 2000 se dictó una reglamentación por parte del Banco de Previsión Social estableciendo 
una red de criterios que limitó el alcance y las posibilidades que la propia ley establecía. Eso es bueno porque 
el que reglamenta es el Poder Ejecutivo a sugerencia del Banco de Previsión Social. 


(Interrupciones) 
——¿Es el Poder Ejecutivo solo? Bueno. 


En todo caso, entonces, que el Banco de Previsión Social reclame si se diere una reglamentación que borrara 
con el codo lo escrito con la mano, que a veces pasa, y que sucedió en particular con la ley de 1999. En esa 
línea quiero trasmitir una preocupación que algunas ONG dedicadas a trabajar con la infancia en situación de 
carencia nos comunicaron la semana pasada. Me refiero a gente de "Gurises Unidos" y de la Asociación 
Nacional de ONG. Esta preocupación tiene que ver con la exigencia de la tenencia judicial para el cobro de la 
asignación familiar por parte de las madres que no tienen una situación de pareja estable o no están casadas. 
Me parece que pedir una tenencia judicial para el cobro de la asignación familiar es lisa y llanamente negarla 
porque estamos hablando de gente con recursos casi inexistentes. Por otra parte, hay otras formas de probar 
de manera administrativa que la persona está a cargo del chiquilín; por ejemplo, a través del sistema 
educativo. El sistema educativo puede emitir un certificado de que la madre es la que está a cargo del niño; 
también lo pueden hacer los centros CAIF o las comisarías. Esto sería más sencillo. Lo que me parece 
increíble es que se pida a gente que no tiene recursos que haga un trámite judicial que es muchísimo más caro 
que lo que pueden cobrar probablemente durante más de un año. Esta es una de las paradojas, porque el 
beneficio se otorga y todos nos quedamos contentos, pero en la práctica se producen hechos que evitan que 
este se cumpla. 


Quizás el Banco de Previsión Social tenga otros mecanismos para resolver este problema, pero entendemos 
que la tenencia judicial no es la forma. 


Con respecto a las pensiones por discapacidad, uno siente que el BPS se ha puesto cada vez más exigente; 
quizá sea una percepción mía. Tenemos quejas de gente que ha perdido la pensión por discapacidad teniendo 
la misma discapacidad que sufría y eso tiene que ver con una valoración nueva de los servicios técnicos del 
Banco, como resultado una recalificación, según entiendo. Esta es una situación que me preocupa porque 
recibo quejas en ese sentido -quizá sea de parte de gente que no tiene razón; esto puede suceder- y quisiera 
saber si mi percepción intuitiva coincide o no con la realidad y, de coincidir, hasta qué punto. 


También quiero plantear una interrogante que tiene que ver con las personas que están viviendo procesos de 
diálisis y que, por supuesto, presentan niveles de ingresos variados. Uno se pregunta si estar en situación de 
diálisis no produce una dificultad para el acceso al mercado de empleo y, obviamente, llega a la conclusión 
de que sí. Y si a ello se agrega un nivel de ingresos muy bajo, que muchas de ellas lo tienen, nos preguntamos 
si no ameritaría una causal de pensión por discapacidad, aunque sea parcial, dependiendo del nivel de 
ingresos. Este es un planteo que he recibido de un grupo de pacientes en diálisis; en la tarde de hoy se lo 
traslado al Directorio, aprovechando la oportunidad de su presencia. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, cuando se habla de la contraprestación de la asistencia a 
controles sanitarios o de la exigencia de una escolaridad para acceder a las nuevas asignaciones 
familiares que se otorgan, ¿qué se hace con relación a los bebés? ¿Se pide el ingreso a un centro CAIF o 
solamente la asistencia al control sanitario? 


En segundo término, quisiera saber si ustedes tienen un registro de estos cincuenta mil inscritos más y de las 
cuarenta mil personas que ya están recibiendo este beneficio que me parece involucra una cifra bastante 
interesante. Las últimas cifras que dio el Instituto Nacional de Estadística reflejaban que hay más de cuarenta 
mil menores de dieciocho años y trescientos setenta y dos mil menores de dieciocho años por debajo de la 
línea de pobreza. Quisiera saber si con respecto a esos cuarenta mil ustedes han podido detectar si son los que 
están en situación de indigencia. Si hubiera alguna posibilidad de procesar esos datos podríamos ver cómo se 
está cubriendo esa necesidad. 


SEÑOR TROBO.- Se ha hablado del apoyo que da el Banco a personas con discapacidad, 
consiguiéndoles determinados equipos en forma directa y absolutamente subsidiada. En ese sentido, 
existe una demanda que supone que se haga una interpretación en cuanto a si es o no adecuada, pero 
quizás el Banco pueda financiar la compra de algún elemento de ayuda para estas personas con 
discapacidad. Sabemos que el Banco tiene sistemas de crédito para los pensionistas. Hacemos este 
comentario porque nos enteramos de que algunas personas consiguen que el Rotary Club, un Club de 


Leones o una asociación vecinal les preste una silla. Eso supone un préstamo de seis o siete meses, pero 
luego de este lapso la silla debe ser devuelta y estas personas se ven enfrentadas a tener que comprar 
una. Estos mecanismos de ayuda se verían enriquecidos sobremanera si se concretara el suplemento de 
que la persona que tenga una pensión pueda acceder a un préstamo. Quizás no esté necesitada de una 
silla de ruedas, pero sí de un bastón o de un andador que a veces, según nos parece, tienen un costo 
menor y dan solución definitiva a un problema de discapacidad. El alquiler es caro; he tenido que 
alquilar un andador para un familiar con prótesis de cadera y realmente se piden cifras altas. Es una 
sugerencia. 


SEÑOR CONDE.- Creo que no hay ningún organismo del Estado que sintetice el tema de subsidio, 
pensiones o cualquier clase de ayuda a personas con discapacidades, por lo que quiero saber qué pasa 
con ellas después que salen del sistema de asignaciones familiares. Aquí tenemos un universo de gente 
que se siente bastante desamparada. Generalmente nos envían cartas, y también a los diarios, en las 
que consultan cómo hacer frente a su situación y a qué dependencia del Estado se deben dirigir. 


Asimismo, quisiera saber si el Banco de Previsión Social tiene alguna estimación de la gente que ha ido 
pasando por el sistema de asignaciones familiares en los últimos tres o cuatro años y ha dejado de percibir 
una pensión o subsidio por incapacidad, y si luego de esa instancia la ha dirigido hacia algún organismo del 
Estado o tiene conocimiento de cómo se procesa, posteriormente, esa situación. Recién un señor Director 
decía que en algunos casos se pagan pensiones a personas de 30 años de edad, pero más allá de la casuística, 
todavía no hemos logrado tener un panorama general del universo de gente que está en esa situación. 


SEÑOR FERRARI.- Quiero agradecer a esta Comisión por canalizar los temas de la pobreza, porque 
es claro que para nosotros el Parlamento es muy importante, pero que años atrás haya tenido la 
iniciativa de conformarla -recordemos que la propia representación de los trabajadores hizo una 
investigación sobre la infantilización de la pobreza que después se concretara en proyectos de ley y en 
leyes que ampliaron el sistema de asignación familiar-, es una satisfacción, porque muestra cómo los 
diferentes actores sociales y políticos analizan los temas desde un enfoque de Estado y pueden mejorar 
un punto que está planteado. 


Porcentajes más o porcentajes menos, hay un tema que estamos analizando en el Directorio a partir de la 
encuesta continua de hogares del Instituto Nacional de Estadística, que nos sorprendió porque mostró la 
realidad con cifras. En los primeros días de mayo se determinó en qué niveles está la pobreza, y con relación 
al trabajo, la cantidad de gente que trabajó en negro durante 2003. El Instituto Nacional de Estadística analiza 
poblaciones por encima de 5.000 habitantes, y ellos concluyeron que el 40% de las personas que trabajaron lo 
hicieron sin seguridad social. Sin duda, si proyectamos esta cifra al cien por ciento de la población, 
tendríamos un 48%. 


Los datos de los últimos años del Banco de Previsión Social con relación a la cantidad cotizante oscilan entre 
32% y 33%. Ponernos a discutir si se trata de 33% o 40% no vale la pena, pero sí demuestra que una cantidad 
muy alta de uruguayos que tiene trabajo no tienen cobertura de seguridad social, lo que significa una peor 
calidad de vida. No entramos a considerar a quienes no tienen trabajo, porque se agrava mucho más la 
situación, si se quiere, con consecuencias más graves, porque a partir de 1996 para acceder a los derechos de 
la seguridad social solo vale estar registrado y haber aportado. Por lo tanto, para que esta gente pueda acceder 
a todo lo que presentábamos -que es tan bueno y de lo que nos enorgullecemos- es necesario estar registrado 
y aportar porque, de lo contrario, se alejan de esta posibilidad ya que, salvo las no contributivas, las prótesis, 
los lentes y todo lo que se proporciona a través de DISSE se da al trabajador formal. Quien no aporte y tenga 
un accidente de trabajo, de tránsito o doméstico, quedará excluido de ello y las posibilidades de rehabilitación 
y de volver a insertarse al mercado laboral se alejan. Entonces, creo que esta es una preocupación que 
trasciende el tema de la pobreza pero que, lamentablemente, colabora para que no se mejore eso que estamos 
tan preocupados en solucionar. Pero hay que sentir satisfacción por la Ley_N* 17.738 porque nos parece un 
paso muy importante, aunque un paso, en tratar de incluir a los excluidos, sobre todo a los más carenciados. 
En eso coincido con el señor Diputado Mieres. 


Hace unos días estuve conversando con un matrimonio de ciegos. Cada uno cobra $ 2.197 por concepto de 
pensión, pero por su hijo no cobran asignación familiar porque superan los tres salarios mínimos nacionales. 
Entonces, necesitamos ampliar la asignación y, además, incluir -ya no lo tenía la Ley_N* 17.139- eso tan 


bueno que tiene el Banco de Previsión Social, que es la cobertura de salud por asignaciones familiares, sobre 
todo cuando hay algunas patologías desde el nacimiento o malformaciones congénitas y hay tanta 
especialidad en los programas de asignaciones familiares para los niños. Controlamos que tengan el carné de 
asistencia y control de salud, pero no les damos el servicio de asignaciones familiares, que tal vez es tanto o 
más importante que los $ 198 que se cobran por mes y por niño. Pero es importante coordinar con el INAME 
y con Primaria y Secundaria porque tiene que ver con poder llegar al interior del país, donde no hay agencias 
del Banco de Previsión Social y hay pobreza. 


El sábado pasado estuve en Trinidad y me enteré que desde Andresito, que es un pequeño pueblo al margen 
del Río Negro, sobre la Ruta Nacional N* 3, la gente tiene que hacer 50 kilómetros para llegar a esa capital. 
Es bueno que la gente tenga información sobre una ley cuya instrumentación tenemos que implementar, pero 
que hay un decreto que fue impuesto por el Poder Ejecutivo, que estableció que la tenencia legal debe ser 
solicitada al momento de hacerlo. Y nosotros tenemos que cumplir con el decreto del Poder Ejecutivo, que 
nos impone los tres salarios mínimos nacionales de aportación. 


En lo que tiene que ver con la encuesta que analiza la pobreza y que realiza el Instituto Nacional de 
Estadística, podemos decir que indica que se triplicó la pobreza en los mayores de 65 años. Si bien la 
cantidad todavía no es importante, esta tendencia es preocupante. Una consecuencia de la exclusión y de la 
pobreza tiene que ver con las mayores exigencias que hoy hay para jubilarse, que llevan a que se jubile 
menos gente, porque el monto del cálculo para la pasividad es menor o porque no llegan a los 35 años de 
trabajo para obtener la pasividad. En 2003 hubo 1.781 jubilados menos que en 2002. Es cierto que algunos 
fallecen, pero también es cierto que se jubila menos gente por esa misma razón. Entonces, creo que es bueno 
lo que muchos plantearon en la campaña electoral de 1999, y también en diferentes períodos parlamentarios, 
en cuanto a volver a los 65 años la jubilación por edad avanzada y a la pensión a la vejez, que hoy se 
encuentra en 70 años, a partir de que entró en vigencia la Ley N* 16.713. 


Creo que esta es una medida para ayudar a un sector muy dependiente y vulnerable, como los mayores de 65 
años de edad en el que, de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística, vienen creciendo los niveles de 
pobreza. Reitero: creo que esta es una medida para ayudar a un sector dependiente y muy vulnerable, como el 
de mayores de sesenta y cinco años, ya que según datos del Instituto Nacional de Estadística los niveles de 
pobreza están creciendo. 


El proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo, que tiene las iniciativas privativas, fue un anteproyecto que 
elaboramos en el Directorio del Banco de Previsión Social. La representación de los trabajadores 
reivindicaba esto, más allá de que el Directorio entendió que la Ley N* 17.266, que permitía hacer compatible 
el trabajo con el cobro de la pensión por invalidez tenía un límite, que era el ingreso de la pensión. Entonces, 
la persona podía mantener el trabajo y seguir cobrando la pensión, siempre y cuando el sueldo no superara 
los $ 2.197 de hoy. 


Ese anteproyecto, que se transformó en proyecto del Poder Ejecutivo, lo reclamaron los cuatro partidos con 
representación parlamentaria y fue enviado por el Poder Ejecutivo, pero todavía no se ha discutido. Ha estado 
en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado durante diez u once meses y en los 
últimos tiempos no se ha tratado por falta de quórum; no se trató, más allá de que figura en el orden del día. 
Creemos que antes del 15 de setiembre hay que aprobarlo, porque ayuda a las personas discapacitadas que 
cobran pensión y que quieren trabajar para mejorar sus ingresos. A algunas de ellas se les suspendió la 
pensión, porque de repente están ganando $ 3.000; algunas de ellas tienen cobro indebido, porque 
mantuvieron el cobro de la pensión mientras estaban trabajando. 


SEÑOR MIERES.- Al principio de la Legislatura, este tema fue objeto de discusión parlamentaria y lo 
habíamos aprobado con el sentido de la compatibilidad. 


SEÑOR FERRARI.- Se aprobó la Ley_N* 17.266, que dice en un solo artículo que es compatible la 
pensión con el trabajo y que por esa actividad la persona puede generar una jubilación, manteniendo el 
cobro de la pasividad y el de la pensión. Cuando el Banco de Previsión Social instrumenta la aplicación 
de la ley, se hace una interpretación del artículo 43 de la Ley_N” 16.713, que establece que para cobrar 
la pensión por invalidez el monto de ingreso del discapacitado no puede superar el ingreso de la 
pensión. 


Fuimos invitados por la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. El Directorio elaboró 
un anteproyecto de ley que mandó al Poder Ejecutivo y este hace diez u once meses que lo remitió al 
Parlamento, pero aún no se ha tratado. Esta cuestión no merece discusión, ya que estamos todos de acuerdo: 
los partidos, el Directorio del Banco de Previsión Social y el Poder Ejecutivo. Esto debe resolverse antes del 
15 de setiembre. 


En cuanto a las pensiones por invalidez, también debemos actuar de acuerdo con las normas que establece el 
Poder Ejecutivo. Por decreto, desde 1999, las pensiones por invalidez, los subsidios transitorios y las 
jubilaciones por incapacidad se dan de acuerdo con los baremos que califican cada una de las discapacidades. 
Los baremos se revieron; algunos se actualizaron y se modificaron. Se solicitó a la Cátedra de Medicina 
Laboral y a la de Medicina Legal la opinión en torno a si mejoraban en el análisis del estudio de las 
patologías. Como dije, algunos de ellos se cambiaron y algunos que no estaban contemplados en 1999, se 
integran a partir de 2002 -como el caso del HIV- y otros se modifican, pero, en mi opinión, este tema no está 
analizado, no está resuelto y los factores complementarios no tienen una sustancia de peso en ese porcentaje. 
No es lo mismo ser Director del Banco de Previsión Social y perder un brazo que ser chofer de un ómnibus y 
perderlo. La diferencia que hay en la puntuación es mínima; para una actividad, puedo no haber quedado 
discapacitado, pero para la otra, quedo cien por ciento discapacitado. 


Es decir que debemos analizar los factores complementarios y debemos sumar esto a la rigidez general que 
tiene todo el sistema. No podemos dar una pensión de invalidez a alguien que tiene un 65% de sus 
capacidades, porque el decreto establece que, como mínimo, debe tener un 66%. Entonces, a esa persona 
debemos decirle: "Tenés una discapacidad del 65%, pero no tenés derecho a nada". Esa es la rigidez del 
sistema de seguridad social de nuestro país. Este sistema también nos pide treinta y cinco años de trabajo y 
sesenta años de edad para jubilarnos. Entonces, no vale tener una de estas condiciones; hay que tener las dos. 


Por otra parte, si bien está en discusión el salario mínimo nacional -comparto con el Poder Ejecutivo que hay 
que separar el sueldo mínimo que se le puede pagar a alguien que trabaja y que hay que mejorarlo-, no se 
puede mantener como la variable de ajuste que tiene hoy. Las asignaciones familiares, el subsidio por 
desempleo, el subsidio por enfermedad, el derecho a la cuota mutual, el subsidio por maternidad y las 
expensas fúnebres están relacionados con el salario mínimo nacional. También lo están las pensiones no 
contributivas, porque los ingresos del núcleo familiar son tres, y más allá de que lo estemos discutiendo en el 
Directorio, se trata de salarios mínimos nacionales. Entonces, nos parece correcto que se separe -como se 
hizo con los sectores doméstico y rural- y eso va a ser discutido en el Parlamento. No nos parecería correcto 
despreocuparnos de cómo se va a actualizar ese salario mínimo nacional que regula las prestaciones de la 
seguridad social ni de que esto, que ayuda a resolver la pobreza -el 16% de un salario mínimo nacional es la 
asignación familiar- siga siendo de por vida de un monto de $ 1.242. Habría que relacionarlo al índice medio 
de salarios o a la unidad reajustable. Si estamos hablando de cambios, se modifican de acuerdo con el índice 
medio de salarios; a partir de 1989 se modifican las pasividades. Creo que es bueno separarlos, pero también 
debemos tener en cuenta el salario mínimo nacional como una variable de todas las prestaciones que da el 
Banco de Previsión Social. 


SEÑOR HERRERA.- Creo que es oportuno que en este tipo de tareas trabajemos juntos. 


Simplemente, quiero puntualizar dos cosas que ya adelantó el Director Ferrari, con relación a lo que 
manifestó el señor Diputado Mieres. La guardia y tenencia es un tema legal -está establecido-, pero además 
está la Defensoría de Oficio, a la que la gente concurre gratuitamente. 


El otro tema que también planteaba el señor Diputado Mieres tiene que ver con la discapacidad provisoria y 
definitiva. En cuanto a la discapacidad provisoria, la ley exige que la persona esté discapacitada para la tarea 
habitual. Cuando la persona, después de tres años, vuelve a revisarse, la ley exige que para darle la 
discapacidad definitiva debe estar discapacitada para toda tarea. Por eso hay personas que creen que están 
jubiladas y a los tres años dicen: "Me sacaron la jubilación". Se trata de un problema legal. 


SEÑOR GASPARRI.- Con relación a la evasión, el Banco ha estado estudiando los números y conversó 
con el INE porque, como se dice en criollo '"no da el saco con la alpargata". A nosotros no nos está 
dando esos números que hablan del 40%, Según en qué se basen estos datos estadísticos y cuál sea el 
punto de partida, puede dar un resultado u otro. Históricamente, el Banco ha tenido entre un 23% y 


un 27% de evasión y hubo un año que alcanzó el 30%. Evasión significa tener gente "en negro" y 
también la subdeclaración, que es un factor que también está incluido en ese paquete de cálculo. 


Este 40% que se publicó y fue muy comentado, analizado por nuestros servicios no nos está dando ese 
porcentaje sino que estamos en el entorno del 31%, estimación que podría compararse con otras que hemos 
tenido en otros momentos. Por este motivo estamos conversando con el INE para comparar técnicamente un 
dato con el otro. En el día de hoy no puedo hacer a la Comisión una aclaración concreta acerca de este tema, 
pero sí comentar que para el Banco estamos en uno de los puntos máximos históricos en cuanto a la evasión, 
aunque no llega a ese porcentaje. 


En Uruguay no debemos conformarnos con esto. Si nos comparamos internacionalmente, no es una cifra tan 
alta pero a los efectos de la seguridad social que se comentaba, debemos estar atentos y saber reducir este 
impacto de la evasión. Esto lo digo en carácter personal, porque este aspecto no lo hemos tratado a fondo en 
el Directorio, ya que esperábamos una definición del asunto. 


Con referencia a los temas de discapacidad y pérdida de derechos, debo señalar que existen discapacidades 
severas y momentáneas. Cuando a una persona se le determina la discapacidad por tres o cinco años -como 
bien dijo el doctor Herrera-, mucha gente considera que está jubilada de por vida, y cuando llega a los tres 
años y le dicen: "Señor: su situación no empeoró." -es decir que tiene la misma situación- "Ahora se le retira 
la pensión, porque lo que usted tuvo fue un dinero para que en este período pudiera reinsertarse laboralmente, 
ya que la discapacidad que usted generó en su momento era importante para desarrollar su tarea". Siempre 
pongo de ejemplo el guitarrista que pierde una mano y que en el lapso de tres a cinco años debe buscar otra 
profesión o alternativa. Pero ello no significa que el hombre quede discapacitado de por vida, sino que puede 
buscar su realización 


Entonces, evidentemente, mucha gente considera que el Banco le ha determinado una discapacidad total de 
por vida, por lo que se suceden esos reclamos cuando llega el momento de tener que retirarse. 


El otro aspecto -como decía el señor Ferrarl- tiene que ver con los baremos. En el año 1999 vivíamos en este 
tipo de prestaciones, bajo el acto médico, que era el que determinaba los motivos o el grado de discapacidad 
para otorgar o no las pensiones. Concomitantemente, el médico actuante también tenía en cuenta la situación 
personal del paciente. Por ejemplo, había un peón rural que estaba dedicado a montear pero tenía un 
problema de columna, por lo que la situación de esa persona y las posibilidades de su medio eran mucho más 
importantes que la de un oficinista con el mismo problema. Es decir que el médico tenía la capacidad de 
discernir cuál era el efecto de esa enfermedad sobre la persona y podía agregarle un puntaje por el que podría 
estar otorgándole o no una prestación definitiva o parcial. Eso sucedía en el período anterior. Después, 
aparece el baremo como un instrumento que considero muy positivo, porque ha permitido transparencia. Se 
trata de un mecanismo claro de comprensión y de análisis; será una discusión médica, pero con reglas de 
juego, lo que ayuda mucho. Esto estuvo vigente durante dos años. La ley que se aprobó en su momento da la 
potestad al Banco de Previsión Social de corregir ese baremo, entonces, a los dos años de la puesta en 
práctica decidimos que era importante que lo pusiéramos sobre la mesa y pasáramos la experiencia vivida por 
un cernidor. Así se hizo y volvimos a plantear al Poder Ejecutivo un nuevo decreto de ese baremo, que ahora 
está en vigencia, mejorando, ampliando y ajustando algunas situaciones. 


En cuanto a qué porcentaje debe tener la realidad social de la persona, es un poco lo que puede quedar en 
discusión permanente, así como qué podemos hacer en esos casos. Evidentemente, está limitada -como 
estaba antes-, pero tiene un porcentaje que, quizás, en algunos casos sea más justo y en otros no; ese es el 
problema de los mínimos y de los máximos. Creo que de alguna manera, en este tema estamos mejor. 


En cuanto a la pérdida de derechos, se da por esas situaciones. También está el otro aspecto, que en algunos 
casos son las situaciones económicas. Ustedes saben que estas prestaciones no se dan solamente por un 
concepto de enfermedad, sino que está sumada la realidad socioeconómica del entorno. Puede tratarse de un 
chico que tiene una familia con un buen patrimonio; entonces, esa pensión por discapacidad no se da porque 
la familia tiene ingresos como para sustentar y soportar la discapacidad del niño. Esta es otra de las áreas de 
las prestaciones del Banco -que no son las laborales- que atiende el tema de los jóvenes y los chicos 
discapacitados de nacimiento, en que se plantea la problemática social de los padres que buscan un 
mecanismo de futuro para garantizar algo a esos hijos. Entonces, las reglas del juego indican en primera 
instancia el análisis de la salud, y también la realidad económica de la familia, que puede ser limitante. 


Podemos encontrar algún niño que tenga una pensión por discapacidad y otro en idéntica situación, que no la 
perciba. Entonces uno puede decir: "¿Qué pasa acá? Hay algo extraño en el BPS. ¿Por qué uno sí y otro no?". 
Puede incidir la situación económica familiar. Por eso es que a veces se enrarecen las presentaciones y las 
discusiones acerca de este tema. Además, este aspecto es muy sensible y a veces, cuando la gente se presenta 
a reclamar y a preocuparse por estos temas, es porque está al límite. 


En cuanto al tema de la diálisis, creo que el señor Diputado ha tocado un punto interesantísimo. Este asunto 
ya lo estuvimos conversando porque hemos tenido algún pedido de jubilación por discapacidad, por 
dialisarse. Si no recuerdo mal, otorgamos esta jubilación. 


Yo tengo mis dudas, pero soy técnico agropecuario. Cuando se habla de dialisar en cualquier parte del 
mundo, de alguna manera el tema se traduce en dar calidad de vida a la persona, y cuando acá dialisamos y 
terminamos jubilándola porque la creemos incapacitada de hacer, no veo dónde está la mejora de calidad de 
vida; será subsistencia de vida, pero no calidad de vida. Cuando en el mundo se realiza diálisis dos veces por 
semana, en el Uruguay se hace tres y cuatro veces; evidentemente aplicamos una tecnología que de pronto 
está fuera de los promedios médicos del mundo. No quiero abundar sobre este tema porque no soy médico 
sino técnico agropecuario, pero debo señalar que nos estamos encontrando con que acá esta herramienta está 
paralizando al individuo porque hay que internarlo tres o cuatro veces por semana. En otros lugares ni 
siquiera se interna a las personas, porque hay tecnologías que lo permiten. Eso es calidad de vida y les 
permite seguir trabajando. 


Nos encontramos con que este tema ha crecido en forma importante -como es un problema de salud, debemos 
apoyar-; en el Fondo Nacional de Recursos el gasto en diálisis supera los US$ 40:000.000 al año. Esto me 
preocupa porque me encuentro con que ahora dialisar no significa calidad de vida sino jubilación anticipada; 
estamos incapacitando porque las personas se internan tres y cuatro veces a la semana. No tenemos una 
postura definitiva. Si mal no recuerdo, otorgamos una jubilación por diálisis a una persona y debo decir que 
tengo serios encontronazos conceptuales en cuanto a este tema. Este es mi punto de vista, pero contesto un 
poco lo que hemos conversado con algunos médicos del Banco. 


La señora Diputada Percovich nos preguntaba sobre la cantidad de niños. Voy a averiguar; creo que en este 
borbollón de cuarenta o cincuenta mil padres que vinieron, no hicimos un cálculo. Sí podemos decir que 
analizamos caso por caso para reubicarlos en alguna de las tres leyes. Se presentaron casos que no tenían el 
beneficio por una ley, pero sí por alguna de las otras dos. Hubo una reubicación, es decir, que puede haber 
casos de gente que no esté realmente carenciada o sin trabajo o que estaba desocupada y tenía derechos por la 
otra ley. Hay un porcentaje que fue reubicado según la ley que le otorgaba mejores beneficios. No tengo 
ninguna información de que estos treinta mil o cuarenta mil no tengan nada; quizás podamos averiguar algo 
por diferencia. Voy a averiguar y lo que consiga lo envío a la Comisión. No dimos la orden de captar tal 
información sino que sobre la ley y sobre el planteo se recibió todo. Quizás podamos hacer algún tipo de 
corte. 


En cuanto a los niños en las escuelas, a partir de los cuatro años vemos la escolaridad y antes de esa edad, 
solamente el carné de salud. Hay una separación lógica. Respecto a qué ha pasado con los mayores de 
dieciocho años, no tenemos ningún tipo de información. 


SEÑOR CONDE.- ¿Sí tienen la cantidad de gente que sale del sistema? 


SEÑOR GASPARRL.- Las altas y las bajas del sistema de asignaciones familiares es muy grande. A 
veces se dan de baja a treinta, cuarenta o cincuenta mil, porque cuando vence el plazo de presentar la 
escolaridad, la computadora da de baja a quienes no la presentaron. En cambio, en marzo ingresa un 
volumen importante al sistema. 


SEÑOR FERRARI.- Creo que el señor Diputado Conde preguntaba acerca de los mayores de 
dieciocho años que pierden la asignación familiar y tenían cobertura de salud. 


SEÑOR CONDE.- Exactamente. 


SEÑOR FERRARI.- Hasta que no le den el alta, el Banco de Previsión Social sigue atendiendo al 
paciente por la patología que lo estaba tratando aunque haya cumplido los dieciocho años. Aunque 
pierda la asignación familiar por el régimen general de la Ley N” 15.084, el Banco mantiene la atención 
hasta el alta. Entonces, en el área de salud del sistema de asignaciones familiares hay mayores de 
dieciocho años que están siendo atendidos. 


SEÑOR GASPARRI.- En el tema de las asignaciones familiares está la atención a los niños. Como 
ustedes saben, en la primera ley también está la atención de salud gratuita; la segunda es solamente de 
prestación, y la tercera es de prestación con las dos exigencias que dijimos. La otra ley solamente tenía 
la exigencia de la educación. 


El Banco de Previsión Social atenderá a más de 500.000 niños; recuerden que, además, las otras Cajas 
paraestatales tienen otros sistemas de cobertura, por lo que la cifra ascenderá a más de 600.000. De estos 
500.000 a cargo del Banco, unos 300.000 tienen asistencia de salud, incluyendo la problemática de los niños 
que atendemos por sus discapacidades, que han tenido operaciones por malformaciones congénitas. 


Puedo dar algún tipo de información. Anualmente, el Banco asiste 10.000 partos. Por el sistema de 
asignaciones familiares, en forma directa en nuestro sanatorio o por las prestaciones que paga 
fundamentalmente en el interior, estamos cubriendo aproximadamente el 20% de los nacimientos del país. 
Todo esto viene por el sistema de asignaciones familiares: la atención a la madre embarazada, las consultas 
del DEMEQUI y la atención que se presta a los niños en cardiología, cirugía, dermatología, fisiatría, 
neumología, hematología, neurocirugía, etcétera. En 1997 atendimos a 67.169 niños; en 1998 a 64.500; en 
1999 a 64.200; en 2000 a 61.400; en 2001 a 64.690; en 2002 a 68.427, y en 2003 a 63.708. Esta es la 
atención que estamos prestando. 


El Banco de Previsión Social -que, a mi juicio, tiene el principal centro nacional y de referencia- realiza entre 
1.000 y 1.200 actividades quirúrgicas por malformaciones congénitas. El costo anual que tenía el Banco por 
la atención en este tema oscilaba entre los US$ 30:000 y los US$ 40:000, entre el Sanatorio Canzani y demás. 


Este es el sistema de asignaciones familiares, con toda esta red de la que estábamos hablando. 


Respecto a las 47.800 pensiones por incapacidad total o parcial que el Banco está otorgando, 21.617 
corresponden a trastornos mentales, 6.800 a trastornos del sistema nervioso, 4.517 a trastornos circulatorios, 
3.426 a enfermedades tumorales, 2.500 a enfermedades congénitas, y después atendemos otros trastornos que 
representan cifras menores. Adviértase que más de la mitad corresponden a trastornos mentales y del sistema 
nervioso. Según esta gráfica del año 2003, de las pensiones por incapacidad que el Banco resuelve favorable 
o negativamente por año, el 45,18% corresponde a trastornos mentales. Pero creo que lo importante, respecto 
de este tema de la rigidez o de la falta de rigidez, es que en los últimos años esto se viene dando en forma 
estable. Las solicitudes que tuvimos por primera vez fueron más de nueve mil novecientas; reconsideraciones 
por parte de gente que entiende que el trámite no está correcto, 838. Por lo tanto, 10.766 personas se 
presentaron al Banco para tratar de obtener una pensión por discapacidad. Los datos de acuerdo con el género 
son casi similares: 5.611 hombres y 5.155 mujeres. 


De esas 10.766 solicitudes, se aceptaron 5.842, 2.212 con carácter definitivo y 3.630 son transitorias, de 3 o 5 
años. Se negaron 4.924 solicitudes de esas 10.766. 


De acuerdo con el tipo de discapacidad, más de nueve mil doscientas eran por discapacidades comunes y más 
de mil cuatrocientas treinta por incapacidad severa. 


Esto lo traigo a colación porque, evidentemente, en los últimos años hemos vivido problemas económicos 
que han motivado una mayor presencia de gente en busca de soluciones paliativas. Hay que analizar estas 
cifras de cerca para ver cómo acompañan las realidades económicas del país. Hay que tener en cuenta que el 
Banco de Previsión Social es una caja de resonancia, donde se ven los extremos más lindos y también los 
otros. Hay veces que las solicitudes de beneficios por incapacidad obedecen más a una necesidad que a una 
discapacidad propiamente dicha. 


En los últimos años hemos venido manteniendo ese entorno de un 60% de solicitudes aceptadas y 40% 
negadas, porcentajes que observamos desde que contamos con los baremos. 


SEÑOR CONDE.- Está claro que a los dieciocho años de edad se sigue la atención médica en aquellas 
patologías que tienen continuidad, pero ¿la prestación por incapacidad cesa en todos los casos o hay 
algún régimen de consideración especial para continuar la prestación? 


SEÑOR GASPARRI.- En una época, cuando el Banco tenía carpetas, algunas cosas se nos escapaban. 
Con la informática, la computadora es más cruel que nosotros y automáticamente determina la edad 
del beneficiario, su situación, los ingresos del padre. Toda esa información se utiliza y automáticamente 
surge cuándo corresponde una baja. Ahí no hay ningún tipo de regla que se modifique, pero puede 
darse el caso de que el Banco continúe atendiendo a alguien con problemas de salud, más allá de que la 
ley quizás no lo permita, porque establece el tope de dieciocho años. Pero lo hacemos porque es un área 
de la salud y porque es importante. 


En otra época era dificilísimo controlar trescientas mil carpetas de niños por mes y darse cuenta de si el padre 
había aumentado su salario y perdía el derecho o de si el niño había pasado los dieciocho años de edad. 
Cuando vino la informática, por ejemplo, descubrimos que teníamos un muchacho de dieciocho años que ya 
estaba casado. Con la tecnología de hoy esto surge con exactitud. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero pedir disculpas por haber llegado tarde. 


Tengo entendido que esta reunión apunta a informar a la Comisión acerca de cómo atiende el Banco de 
Previsión Social a quienes se encuentran en situación de pobreza. Hay un sector de la población del Uruguay 
que está entrando en situación de pobreza y otro cuya mayoría ya está. Me refiero a los jubilados y pasivos de 
este país. El Banco de Previsión Social tiene registrados alrededor de 571.000 pasivos. Un 50% son jubilados 
y pensionistas que cobran por debajo de tres salarios mínimos nacionales. Como señalaba el señor Diputado 
Mieres, esta cantidad no permite a la gente vivir con dignidad. Para esta gente, para estos jubilados y 
pensionistas, en estos momentos está determinado un ajuste de la pasividad de un 3,16%. Las organizaciones 
de jubilados están reclamando desde agosto de 2002 un incremento en sus pasividades de $ 500 igual para 
todos, pero la respuesta que tenemos es un 3,16% como índice para ajustar estas pasividades a partir del mes 
de julio, lo cual nos parece insuficiente. 


Quiero recordar a los señores legisladores que la tercera edad es una etapa que requiere cuidados especiales, 

una alimentación especial y una mayor atención de la salud, así como un mayor consumo de medicamentos. 

Todas estas cosas se hacen en este país con dinero. No hablo de necesidad que tienen los pasivos de atender 

su abundante tiempo libre con actividades que les permitan estar ocupados y envejecer dignamente, llevando 
una vida en mejores condiciones. 


Es verdad que se jubila menos gente. Pero quiero decir que hay otro sector de población que también está 
entrando en la situación de pobreza: los trabajadores que han perdido su trabajo en estos últimos años sin 
poder cumplir con los parámetros exigidos por la Ley N* 16.713, que exige 35 años de trabajo aportados y 60 
años de edad. Gran cantidad de estos hombres me han visitado en mi despacho, pero esta realidad afecta a 
miles. Esta gente no podrá jubilarse si no se modifica la ley o si el Estado no la ampara para que puedan 
acceder a una prestación del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR TROBO.- Como el señor Presidente del Banco hizo referencia a que se estaban analizando 
otras alternativas para dar satisfacción a la demanda que existe en materia de vivienda, queríamos que 
abundara un poco en el tema. Está muy claro que hay una demanda insatisfecha cuya satisfacción a 
través de la construcción de viviendas será muy difícil. Sería muy bueno encontrar un mecanismo 
transitorio que pudiera dar satisfacción a esa situación. 


SEÑOR CONDE.- Quiero señalar algunos aspectos. 


En primer lugar, queremos saber si el Banco ha hecho una evaluación de esta primera etapa en cuanto a la 
aplicación de estas más de cinco mil viviendas, y en líneas generales nos gustaría saber qué evaluación hace 
de la aplicación de estos programas. 


En segundo término, sabemos que en estos programas que están en una etapa de diseño iría implícita la 
evaluación que se hizo de la etapa anterior. Si analizamos este tema desde otro punto de vista, podemos 


encontrar una cantidad de aspectos que se podrían mejorar o cambiar. Inclusive, la experiencia estaría 
indicando o aconsejando algunos cambios importantes en el diseño de estos programas. No sé si hay alguna 
evaluación de ese tipo. 


Por último, quisiera saber si el Directorio del Banco tiene alguna proyección acerca de lo invertido y de lo 
que piensa invertir. 


SEÑOR GASPARRI.-- Voy a tratar de resumir el tema, porque es muy amplio. Hoy nos acompañan dos 
de los Directores del Banco responsables de la Comisión de Vivienda y que tienen relación directa con 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Analizando la política de viviendas implantada desde hace años, como lo indicaba la ley, podemos advertir 
que entramos en un desarrollo que nos pone hoy con cinco mil viviendas entregadas, alrededor de mil 
viviendas en construcción y algún llamado a licitación. Como meta, teníamos pensado llegar a construir 
alrededor de diez mil viviendas. En cierto momento, junto con el Ministerio realizamos algunos estudios para 
saber si con los recursos que percibíamos el programa podía sustentarse. Nos dimos cuenta de que si 
construíamos las diez mil viviendas programadas -teníamos esa cantidad de personas solicitándolas-, el 
sistema quedaba limitado por sí y ante sí. Solo con la política de mantenimiento de las viviendas íbamos a 
estar imposibilitados de seguir creciendo. Esa fue una primera luz amarilla y nos preguntamos hasta dónde 
debía seguir el sistema. 


Independientemente de esta situación, también empezamos a visualizar que los pasivos que tenían bajos 
recursos -menos de dos UR, como establece la ley y no poseer ningún bien donde habitar; más allá de que 
luego la cantidad se aumenta a 24 UR-, con una situación mucho peor desde el punto de vista de la salud, no 
tenían derecho a nada. ¿Por qué? Porque la ley inicial estaba dirigida a gente autoválida. Quienes podían 
acceder a aquellas soluciones habitacionales eran personas válidas. Por consiguiente, aquellos con bajos 
ingresos y no autoválidos quedaban fuera del sistema. En ese momento se encendió la segunda luz amarilla, 
puesto que estábamos cubriendo hasta un cierto límite y sabíamos que no podíamos atender a todos los 
jubilados y pensionistas por debajo de dos UR. Había algunos a quienes no le dábamos nada, simplemente 
por estar enfermos o limitados; eso era un poco chocante. 


Entonces, se plantea modificar la ley para, en lugar de hacer construcciones, establecer criterios de solución 
habitacional. De esa manera, entre todos, podíamos pensar cómo dar solución a una cantidad de situaciones 
de manera rápida. Cuando hablamos de que hay cinco o seis mil pasivos esperando y yo tengo que decir que 
entre el llamado a licitación y la construcción estamos arriba de veinticuatro meses, debemos tener en cuenta 
que los tiempos son distintos para estas personas. El sistema va caminando pero, sin duda, tenemos asociada 
a gente disconforme porque no podemos responder rápidamente. Se logra modificar la ley a través del 
Parlamento y la Comisión comienza a trabajar para buscar las soluciones habitacionales que puedan abarcar 
otras áreas de pasivos con determinadas necesidades. La Comisión ha estado visualizando la temática de los 
alquileres, de los hogares y la posibilidad de comprar algún hogar de ancianos a fin de que haya una política 
de presencia del Banco en Montevideo respecto de los hospedajes con o sin fines de lucro. También se buscó 
contar con pensiones en el interior, si fuese necesario. 


Por otra parte, se pensó en las personas que se discapacitan durante la estadía en los más de ciento setenta 
complejos que tenemos en este momento en todo el país. Se trata de personas que han entrado al programa en 
carácter de válidas y que se invalidan con problemas serios. Este programa empezaría a transferir esas 
personas a hogares y se pagaría su atención con el mismo monto de la prestación que tenemos hoy para las 
viviendas de tercera edad. 


En este momento tenemos alrededor de ciento ochenta lugares en todo el país; por su pequeño volumen la 
política de construcción de viviendas era antieconómica, ya que no había empresas que quisieran construirlas. 
Se hicieron licitaciones, pero por el volumen de construcción no había interés. En esos lugares hay gente 
jubilada que no está discapacitada, a quienes no le hemos podido dar una solución, aunque se presentaron 
originalmente ante el programa. Para ellos sería la primera acción de una política donde no exista un 
mecanismo o un sistema. En ese caso alquilaríamos o buscaríamos un sistema de atención diferente. No 
estamos hablando de alquileres para Montevideo. Esta es una etapa de prueba y una temática difícil de 
gestionar. Queremos ir probando porque deseamos ir caminando hacia dar una solución rápida a estos miles 
de pasivos, que están esperando. Esta etapa de alquileres sería, fundamentalmente, para esas situaciones 


acerca de las que no tenemos ninguna otra solución habitacional. Por lo tanto, caminaríamos por ese sistema, 
pero no así para Montevideo, donde tenemos viviendas en construcción y otras posibilidades. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera saber cuál es la demanda insatisfecha en Montevideo y cuándo piensan 
que se podrá satisfacer de acuerdo con la previsión de inversión del Fondo. Pregunto esto porque 
entiendo que el de los alquileres es un tema muy delicado y hay que ingresar a él con mucha 
prevención. Sin embargo, del otro lado tenemos la demanda de gente que muchas veces nos dice que se 
ha inscripto y que sabe que no va a llegar porque está en el lugar mil. Uno puede pensar que se trata de 
poca gente, pero es un volumen importante. Por lo tanto, la persona que espera que construyan la 
vivienda número mil, seguramente no llegue a usufructuarla -¡seamos francos!- de acuerdo con los 
volúmenes que se invierten anualmente. 


SEÑOR GASPARRI.-- Estamos saliendo de una situación mucho más cerrada, limitada, y queremos ir 
abriéndola. 


Actualmente, seis mil personas en todo el país estarían en condiciones de tener la vivienda. De las 
prácticamente diez mil personas que se han presentado y de las que se ha estudiado su situación 
socioeconómica, seis mil de ellas -aproximadamente- tendrían derecho a una vivienda. En este momento 
tenemos cinco mil viviendas habitadas, y podemos decir que por el sistema pasaron más de seis mil personas. 
Por lo tanto, advertimos que existe un comienzo de rotación de pasivos. Se trata de cinco mil viviendas, pero 
ya las habitaron seis mil personas. 


De acuerdo con lo que tenemos en construcción, todavía van a pasar algunos años para que la demanda de 
Montevideo quede satisfecha, si es que no habilitamos alquileres u otras opciones. No tengo en mi poder los 
datos sobre las construcciones que tenemos en este momento en Montevideo ni el desglose de esas seis mil 
personas, a efectos de decir cuándo llegaríamos a satisfacer todas las necesidades. 


Con respecto a Montevideo, es importante decir que tenemos fijado como ingreso 12 unidades reajustables, y 
que en los lugares en los que no existieran pasivos que hubieran solicitado viviendas con 12 UR de ingreso, 
se habilitan las 24 UR. Montevideo sigue con el requisito de 12 UR, pero hay capitales del interior del país en 
las que ya se hicieron solicitudes con un ingreso de 24 UR; tampoco trasladamos gente. No queremos que la 
gente se vaya de su ámbito, de su medio, de su familia ni de sus amigos; no queremos hacer ningún tipo de 
traslado ni cambiar gente de un lugar a otro simplemente para satisfacer la demanda de vivienda. 


Evidentemente, si seguimos construyendo solo para Montevideo, pasará un tiempo antes de que podamos 
cumplir con la demanda. 


Asimismo, quiero ser muy franco con el señor Diputado: los ingresos que estamos recibiendo mensualmente 
son escasos US$ 700.000, lo cual nos indica que en este momento hay que reanalizar la proyección de 
mantenimiento de la política de vivienda con ese ingreso. Los ingresos, medidos en dólares, han ido cayendo, 
pero la construcción no va a caer en dólares, por lo que en el día de mañana tendremos un desfase en los 
costos de construcción y de mantenimiento. Esto también podrá estar afectando en el futuro el máximo de 
viviendas que podamos construir. 


SEÑOR TROBO.- A modo de comentario, quiero decir que sé que el tema es complejo y que merece 
mucho estudio, pero hoy hay infinidad de mecanismos de financiamiento, inclusive en cuotas, o el 
"leasing". Puede ser un mecanismo que se vayan construyendo viviendas y se paguen como alquiler. 
He advertido que a veces hay resistencia, porque se dice que "Si el Fondo es para construir o para 
comprar, no puede ser para alquilar, porque el jubilado merece tener su vivienda". Me parece muy 
bien. Creo que desde el punto de vista ideológico eso puede ser planteado, pero no desde el punto de 
vista lógico, porque cada noche que un individuo queda sin vivienda y tiene problemas para que su 
familia le dé un lugar -todas las vicisitudes y circunstancias que vive una persona mayor que no tiene 
su lugar para vivir-, termina configurando situaciones muy difíciles de sobrellevar. Entonces, a veces, 
procurando lograr lo mejor, no se obtiene lo transitorio. De hecho, la visión política que ha habido 
cuando se modificó la ley, va en esa tendencia. No dudo de que se estén haciendo los máximos 
esfuerzos, pero creo que deberían hacerse todos los esfuerzos posibles para encontrar mecanismos. No 
solo se trata de alquilar una vivienda ya construida, sino también pensar que se pueden alquilar a 


través del "leasing" viviendas que se construyan para luego pagarlas con un alquiler. En definitiva, 
sería trasladar una inversión en el tiempo y no necesariamente pagarla en efectivo, como es obvio 
supone el llamado a licitación para construir un complejo de viviendas, un edificio o lo que fuera. 
Reitero que esto lo digo a modo de comentario, pues este tema merece su análisis. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El señor Diputado Trobo preguntaba acerca de la inversión y los saldos. 


Desde 1987 a la fecha, los pasivos han aportado al Banco de Previsión Social un monto que supera los 
US$ 400:000.000. De ese Fondo se ha hecho alguna inversión para levantar las 5.007 viviendas que hoy hay 
construidas, pero no conocemos los saldos; tampoco conocemos el monto de la inversión. 


En marzo de 2003, a través del Directorio del Banco de Previsión Social, solicité un informe al señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para conocer esas cifras, pero no hemos 
obtenido respuesta. Al menos yo no la tengo ni la conozco, y de ahí que no pueda responder lo que se 
solicitaba. 


Asimismo, quiero señalar que las asociaciones de jubilados siempre han reclamado la construcción de 
viviendas porque nosotros partimos del criterio de que construir es invertir y pagar alquileres es gastar. Para 
nosotros son cosas distintas y siempre hemos exigido la construcción de viviendas. Estamos de acuerdo en 
comprar estructura hecha, acondicionarla y llevar pasivos a vivir allí, y también estamos de acuerdo en 
incrementar el número de hogares de ancianos, pero con la finalidad de ir creando los elementos para traerle 
a este país una política de ancianidad, porque no se puede llevar a los pasivos a vivir a torres muy bonitas y 
exigirles que sean autoválidos para ingresar allí sin saber en qué momento van a dejar de serlo. Una vez que 
dejan de serlo, hay que sacarlos, porque esa es una condición para ocupar esas viviendas. Nosotros pensamos 
en algo más importante, en que existan hogares del Banco de Previsión Social que se hagan cargo de esos 
jubilados una vez que pierdan su autovalidez. 


Siempre nos opusimos al pago de alquileres. Para ello hay que manejar las situaciones con mucha 
cristalinidad y transparencia. Debemos contar con otras medidas de seguridad, porque la ley está hecha para 
los pasivos, no para sus familiares. Cuando paguemos un alquiler, ¿qué garantías tendremos de que allí solo 
va a vivir el pasivo o aquellas personas autorizadas como cohabitantes? Este tema no es tan sencillo. 
Conozco la realidad, soy hombre del interior, y sé que existen muchos pueblitos diseminados a lo largo y 
ancho del país donde es imposible construir, porque la demanda de vivienda es tan pequeña que no amerita 
que una empresa se haga cargo de la construcción. En ese caso, estamos de acuerdo, porque ese pasivo está 
amparado por la ley; se trata de una persona que tiene derecho a gozar de un beneficio que el Banco de 
Previsión Social no le puede dar porque no hay quien construya la casa. En esas condiciones, accederíamos a 
pagar el alquiler. Con respecto a lo demás, seguimos exigiendo. 


Cuando llevamos la propuesta de soluciones habitacionales al Ministerio, la encabezamos con la 
construcción. Pedimos que termine la construcción de todos los complejos habitacionales iniciados en el país, 
tengan el avance que tengan. En una primera oportunidad, se habló de finalizar los complejos que tenían un 
90% de avance en la construcción; queremos que se terminen todos porque se está invirtiendo el dinero de los 
pasivos. En este fondo nadie más que los pasivos pone dinero; el Estado no pone un peso. Una vez que el 
Estado eliminó el IRP de los pasivos, se comprometió a aportar esa diferencia para el Fondo de Viviendas a 
través de Rentas Generales y, según la información que tengo, al Banco de Previsión Social no ha llegado un 
solo dólar. De allí que se haya resentido el Fondo y que hoy tengamos nada más que US$ 700.000 mensuales. 


SEÑOR HERRERA.- Al igual que el Director Fernández, estamos en la Comisión de Vivienda y 
tenemos muchas diferencias y coincidencias, tanto en los fines como en los métodos. Me siento bastante 
responsable de la idea de los alquileres, de la idea de la construcción de hogares, porque la 
construcción de una vivienda, a un costo de más de US$ 30.000 por cada una, significa que en el año yo 
le puedo dar el alquiler por vivienda a diecinueve jubilados; con diez, subo el número y con cien, más. 
Creo que alquilando vamos a encontrar la solución inmediata a la demanda insatisfecha que tanto nos 
reclaman. Digo esto, desde el punto de vista económico. También hay que ver que se trata de construir, 
de administrar, de un Servicio 222, ya que aparecen ocupantes precarios y es el Banco o el Ministerio el 
responsable de sacar a esa gente, más allá del tiempo que esto conlleva. Si llegamos a una solución de 
alquileres -digo esto a título personal-, creo que vamos a dar satisfacción a una demanda de gente que 


lo que quiere es un techo. No le importa si el propietario es el Banco, porque tampoco lo es el jubilado. 
Creo que una solución de buena administración son los alquileres. 


Volviendo al tema del beneficiario, se podrá construir un precioso apartamento en el Cerrito de la Victoria o 
casas individuales en Colón, pero se termina sacando al jubilado de su entorno familiar, de su barrio, donde 
juega a la quiniela, donde tiene a los vecinos de toda la vida; lo estoy alojando en un lugar que el Banco le 
dio, pero que él no eligió. Creo que estamos desarraigando a esa gente en la edad más difícil. Si alquila, 
puede seguir viviendo en el mismo barrio, más allá de que los costos son diferentes, y cuando llegue la orden 
suprema de que se tiene que retirar del mundo, el propietario verá a quién le alquila nuevamente su finca; si 
el precio sirve, el Banco se la alquilará nuevamente. 


No dudo de que haya que tener una cristalinidad especial en el tema, pero creo que nosotros en muy poco 
tiempo podríamos terminar con la demanda insatisfecha y dar soluciones a los jubilados que tienen derecho a 
un techo; por eso la ley habla de soluciones habitacionales y no de construcción. La construcción ha sido un 
negocio importante para algunas empresas y para quienes han tenido la administración de este tema. Me 
parece que con los alquileres hemos encontrado una solución totalmente diferente y vamos a dar satisfacción 
a la demanda que nos reclaman. Seguramente, deberemos darle satisfacción ya, porque si hay algo que no 
tiene la persona que está esperando esa vivienda, es tiempo. 


Mi idea es, entonces, recurrir al sistema del alquiler y que se construyan hogares, ya que la mayoría de la 
gente, como es mayor, va a terminar en un Hogar. 


SEÑOR TROBO.- Si uno no tiene para construir una casa, puede pactar pagarla en un plazo 
determinado y el riesgo lo corre el que invierte. Hay mucha gente que tiene interés en invertir en la 
construcción para recibir una renta. 


Hice los cálculos: se invirtieron US$ 150:000.000, o sea que faltan US$ 250:000.000. El tema es que 
necesitamos dar solución a don Manuel, a doña Rosa y a don José que necesitan una vivienda. Tenemos que 
ser muy creativos, porque, de lo contrario, generamos en la gente la frustración de que como no está la plata, 
no tiene su casa. 


Creo que la obligación -luego de haber aprobado una ley que modificó el criterio, estableciendo la provisión 
de soluciones habitacionales- es recorrer todos los caminos para dar satisfacción a la gente. Después, 
discutamos dónde está la plata, quién se la gastó, dónde quedó, si se fue con el dinero de los bancos o lo que 
sea, pero nosotros debemos dar satisfacción a los jubilados. Debemos comprender que el problema es 
individual; no debemos creer que es un problema colectivo y que si no se soluciona, mala suerte. ¡No! Creo 
que hay que utilizar la mayor creatividad posible para lograr dar satisfacción a la demanda. Cuando se 
instaure un régimen para alquilar propiedades a los jubilados, que se apunten aquellos que no quieren la 
propiedad alquilada y que solo quieren la propiedad construida por el Banco de Previsión Social. Creo que 
sería más legítimo decir al individuo que resuelva cómo quiere acceder al beneficio que la ley establece y, de 
ese modo, dejamos que su libertad se ponga en práctica. 


No quiero polemizar. El Banco de Previsión Social tiene su competencia; el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene su competencia; trabajan conjuntamente en la búsqueda de 
soluciones. Lo nuestro es un aporte para que quede en las carpetas y sea considerado cuando se estime 
necesario. 


SEÑOR CONDE.- ¿Hay alguna experiencia de construcción de Hogares o algún llamado a licitación? 
Me interesa el enfoque del tema; me parece muy importante. Quisiera saber qué grado de desarrollo 
tiene esta iniciativa o si tienen alguna experiencia al respecto. En ese caso, una vez hecha la inversión 
en la construcción de esos Hogares, quisiera saber cómo serían administrados y dirigidos y si se haría 
con personal del Banco. 


SEÑOR FERRARI.- Todos, desde nuestros ámbitos de Dirección, estamos preocupados por resolver 
esto para lograr una mejor calidad de vida de los pasivos. Desde las representaciones sociales, tanto 
jubilados como trabajadores, hemos planteado nuestras reivindicaciones y no lo hemos hecho ahora 
sino desde la llamada Segunda Ley de Urgencia; hemos exigido responsabilidades a quienes les tocó 


gobernar, es decir, que cumplieran con la ley que viene desde 1987. Es cierto que hay que resolverlo 
rápidamente, pero también hay que saber qué hicieron con la plata porque, según la cifra que señalaba 
el señor Diputado Trobo, con US$ 250:000.000, ¿cuántas viviendas podemos salir a comprar en el 
mercado? No estoy hablando de salir a alquilar sino a comprar. 


Creo que es bueno que se incluyan nuevas opciones habitacionales, que no solo se construya ni se alquile 
sino que también se prevea que en determinado momento no seremos autoválidos como para vivir solos. Y no 
se trata solamente de resolver el problema del techo, sino de cómo se vive bajo ese techo, de cuál es la 
calidad de vida. Entonces, los programas y las posibilidades de hogares de ancianos que reivindican las 
organizaciones de jubilados, que apoyamos los trabajadores -que creo que también comparte todo el 
Directorio-, tienen que ver con la labor de asistentes sociales, con políticas de inclusión, porque no se 
resuelve con un alquiler. Por eso se está llevando a cabo una experiencia en Montevideo, en la calle Pagola. 
El BPS hizo un comodato con una ONG, dándole recursos para que se instalara como un hogar rural en 
Progreso, y la Organización nos dejó una vivienda importante en la calle Pagola. Eso está administrado por 
una ONG que entra en los programas de prestaciones sociales y así empezamos a resolver casos como el 
planteado por el señor Fernández en el Directorio, en el que encontraron a dos hermanas viviendo en un 
complejo del BPS que hacía cinco días que estaban en la cama, que no se podían levantar y que iban a morir 
en su lecho porque no tenían posibilidades de comunicarse con la sociedad. Esas son las situaciones en las 
que los hogares de ancianos pueden y deben ayudar. 


Asimismo, hay que ser más ejecutivo porque no puede ser que para tener un simple balance de ingresos y 
egresos el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente demore quince meses; hasta 
ahora no nos ha dado la información, no de cuánto dinero tiene, sino de cómo lo gastó y cuánto debería 
quedar a cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía no ingresar en una polémica porque creo que no es el ámbito 
adecuado. 


SEÑOR GASPARRI.- Quiero hacer un pequeño resumen de hacia dónde queremos ir, porque estamos 
en pleno proceso. 


Estamos saliendo de una política estricta de construcción en el Programa de Viviendas para Pasivos a 
soluciones habitacionales con relación al que, en primera instancia, estamos dando el puntapié inicial a los 
hogares, fundamentalmente, en Montevideo. ¿Por qué? Porque entendimos que el Banco de Previsión Social 
debería tener en Montevideo algún lugar de referencia para la temática de hogares de ancianos. 


El Banco de Previsión Social pidió al Ministerio que se hiciera un llamado a licitación de lugares que 
tuvieran una capacidad de entre cuarenta y ciento veinte posibles camas, que en este momento está en 
trámite. La idea es gestionar esto con ONG; es decir que, llegado el momento en que esto esté instrumentado, 
llamaremos a ONG interesadas en administrarlos y se los vamos a dar. 


Con relación al tema de los hogares, llegado el momento vamos a buscar la apoyatura de ampliación; eso 
representa construcción o mejora edilicia de otros hogares, lo que se va a hacer en todo el país, pero más 
adelante. 


También estamos pensando en apoyar a algunos hogares diurnos. Hemos visto que se generan problemas a 
partir de que el pasivo termina viviendo con su familia que, a su vez, tiene problemas laborales y que nadie se 
puede quedar en la casa para atenderlo; se trata de pasivos que podrían estar incluidos en el beneficio de los 
hogares diurnos, pero que las familias quieren retener; entonces, estos pasivos podrían ir a pasar el día al 
hogar y después ser recogidos por sus familiares, quienes los llevarían a su casa. En ese sentido, hay un 
proyecto posible en el Piñeyro del Campo, que sería la ampliación del hogar diurno, que ya tienen como una 
etapa para ir mejorando. 


Entonces, no se trata de salir del hogar, de la familia, de su ámbito, sino dar al pasivo una opción intermedia 
que significaría estar durante el día atendido y alimentado, volviendo de noche a su casa. 


En cuanto al tema de los alquileres, en primera instancia se darán estos 180 lugares en todo el país, porque no 
tenemos otro tipo de solución. Evidentemente, todo lo que se habló acá es tema de discusión y de enfoque a 


futuro, pero las cosas tienen un punto de partida y este es uno. 


También debo decir que este Fondo estaría pagando una asistencia en actuales hogares sin fines de lucro, para 
las personas que estando en nuestros complejos de todo el país, se discapaciten. Serían trasladados a hogares 
para que sigan siendo atendidas, bajo el régimen de esta política de vivienda, lo que nos permitiría habilitar 
ese apartamento para entregárselo a otro pasivo. Entonces, estaríamos haciendo una doble acción: una, 
humanitaria y de cuidado a gente con derecho a atención especial en hogar, pago, y, otra, habilitando a otro 
pasivo a ocupar ese apartamento. 


El señor Diputado preguntaba qué cosas habíamos analizado de esta política. Uno rasca y puede ver que hay 
análisis y también corazón en este tema. En un momento, se analizó hasta dónde se podía soportar, se 
estudiaron estos temas sociales a los que se les está buscando soluciones. Todavía no tenemos un estudio de 
qué tipo de rotación generan estas situaciones, ni de cuántas personas se pueden ir discapacitando y tengan 
que ser trasladadas. Todavía no tenemos experiencia; estimamos que puedan ser doscientas o trescientas 
personas al cabo de un par de años. 


Asimismo, aplicando la política, hicimos una modificación en el tipo de construcción de viviendas. 
Entendimos que debíamos finalizar la construcción de torres -como se han hecho en Montevideo- y pasar a 
construir casas apareadas, donde la situación es mejor para la convivencia de las personas y no implica costos 
de gastos comunes. Este tipo de construcciones también baja el costo que implica levantarlas; todavía hoy no 
tenemos la evaluación de cuánto nos cuestan las casas actuales, pero esos US$ 30.000 era el promedio que 
teníamos con el valor anterior del dólar en nuestro país. 


También se ha tenido que trabajar en el seguimiento del complejo; se hizo y se hace con asistentes sociales. 
No es fácil la convivencia. Se ha estado habilitando la formación de comisiones para el seguimiento; toda una 
temática que no es menor. Para el Estado es difícil el mantenimiento y la gestión de más de 170 complejos en 
todo el país que hoy, por ley, está en poder y bajo la responsabilidad del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, es decir, acomodar o reciclar una vivienda. No es fácil mantener 
todo eso. Hoy se podría decir que el Banco de Previsión Social se ha transformado en una gran inmobiliaria o 
en el mayor propietario de viviendas; si seguimos así, tendremos más que el Banco Hipotecario, porque ya 
vamos para seis mil viviendas en propiedad. Por eso no es fácil el gestionamiento ni el seguimiento de esto. 


Hemos tenido algunos problemas de convivencia y en esos casos se ha aplicado la reglamentación. Hay gente 
que se ha tenido que retirar, porque el propio grupo así lo reclamaba; se trata de situaciones sociales muy 
complejas. 


También tuvimos y tenemos una problemática sobre la que estamos conversando con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Comisión. Me refiero a las viviendas del Banco 
de Previsión Social que están en barrios que hoy se han transformado en de riesgo, sobre todo para personas 
de esa edad. Estamos analizando las posibilidades de transferir esas viviendas al Ministerio, que queden bajo 
su régimen, y que este construya viviendas para nosotros en otros lugares. Es decir que estaríamos en un 
programa de cesión y futuras construcciones. 


SEÑOR HERRERA.- Además, esas viviendas son núcleos básicos evolutivos que no fueron construidas 
para jubilados sino para matrimonios recién constituidos y que nos fue dando el Ministerio para 
cubrir necesidades del momento. Eran 31 metros cuadrados de construcción con la implantación para 
construir dos habitaciones más. Obviamente, los jubilados no van a ampliar la vivienda y, además, 
aunque estén en un lugar bien ubicado no cumplen con la finalidad establecida. 


SEÑOR GASPARRI.- Estamos comenzando a estudiar la posibilidad de canjear -por así decirlo- 
viviendas con el Ministerio, lo que hay que hacer con mucha coordinación para que no nos queden 
pasivos sin viviendas. El tema está en permanente proceso de transformación. Lo importante es, como 
dijo el señor Herrera hace un rato, que todos los que estamos aquí y todos los que estamos poniendo el 
pienso en este tema queremos ayudar a los pasivos. Esa es la premisa que tienen el Banco y el 
Ministerio, y que creo que tenemos todos. Lo que está en discusión son las posibilidades de agilizar una 
mecánica u otra pero, repito, ya se ha acordado lo que resumí y lo pondremos en práctica a la 
brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muy especialmente al Directorio del Banco de Previsión Social, 
que ha tenido la gentileza de ocupar una gran parte de nuestra jornada con mucho material -no me 
animo a dar una opinión en este momento sin haber leído la versión taquigráfica- que me parece muy 
importante. Sin duda, será objeto de análisis y tal vez de alguna solicitud de ampliación verbal o 
escrita. 


(Se retira de Sala el Directorio del Banco de Previsión Social) 


Para el próximo lunes tenemos prevista la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social y no ha sido tarea sencilla concretarla. 


El señor Diputado Conde quiere hacer un planteo muy breve sobre un tema que nos preocupa a todos. 


SEÑOR CONDE.- Tomé conocimiento de una carta que ha sido distribuida y que creo que es pública, 
que tiene como título: "Persecución a la doctora María Elena Curbelo, debido a las denuncias de 
desnutrición y muertes en Bella Unión". El tema es de una repercusión social obvia. Ya se ha hablado 
del problema de Bella Unión aquí, en otras Comisiones, en los ámbitos legislativos, en la prensa, 
etcétera. 


Se hace conocer ahora una situación en la cual habría denuncias del Director del Hospital de Bella Unión y se 
dan los nombres aquí. Se ha realizado una Junta Médica para lograr la separación del cargo de la doctora 
Curbelo alegando que limitaciones físicas le impiden ejercer la medicina. La doctora Curbelo, que tiene un 
padecimiento congénito de columna bífida, ha ejercido durante años la medicina y hace nueve años que ha 
sido contratada en su función. Ahora se le hace esta Junta Médica y se le cuestionan sus aptitudes para ejercer 
el cargo. Esto ha sido denunciado en ámbitos de prensa y por la propia población de Bella Unión como una 
represalia o una repercusión por las denuncias que ha hecho. 


Teniendo en cuenta que esta mujer, además de profesional médica, ha sido una extraordinaria y reconocida 
luchadora social que ha trabajado una enorme cantidad de horas en forma honoraria y que ha demostrado una 
vocación más allá de los límites de la medicina para atender situaciones de padecimiento social que afectan 
directamente la infancia -en Bella Unión ahora, pero lo hizo en otros lugares del país anteriormente-, me 
parece que esta Comisión debería tomar alguna iniciativa a efectos de interesarse por su situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no leí la carta, pero según tengo entendido las denuncias se refieren 
específicamente a ciertas actitudes que ha tenido con respecto a la situación social de Bella Unión. 


SEÑOR CONDE.- Comparto su misma preocupación. Se ha dicho que el motivo de esta "persecución" 
-entre comillas- es que la doctora Curbelo ha hecho pública ante periodistas la situación de 
desnutrición y sus secuelas, habiéndose llegado a casos de fallecimiento de niños en Bella Unión. 


Dada la gravedad de este tema, nuestra Comisión debería interesarse, sobre todo porque en un ámbito tan 
pequeño como el de Bella Unión privar a la sociedad de la militancia social y del trabajo médico de esta 
doctora puede implicar quitar a esos niños un apoyo que hasta ahora han tenido y que es humanitaria y 
médicamente indispensable. Lo que planteo, entonces, es invitar a la Comisión a interesarse por esta 
situación. 


SEÑOR TROBO.- Acabo de tomar contacto con la nota. De una rápida lectura, me surgen dos 
cuestiones. Esta persona cumple una tarea de apoyo comunitario social muy importante y Uruguay 
tiene que ser celoso custodio de los voluntarios y de la gente que tiene espíritu de contribución en favor 
de la niñez desvalida. Además, hay una cuestión muy directa que tiene relación con una supuesta 
actitud de un área del Estado, el Ministerio de Salud Pública. Me parece que se puede acudir allí para 
obtener rápidamente una respuesta, por lo cual sería conveniente que se hiciera en la Comisión. 


Si no tiene inconveniente, señor Presidente, usted mismo podría hacer la gestión de hablar con el señor 
Ministro y decirle que queremos una información cabal y rápida sobre esta cuestión. Además, si así son las 


cosas, se deben corregir. Como esto ha tomado estado público, nosotros no podemos ser insensibles a esta 
situación. 


Por tanto, apoyo el planteo y sugiero que usted, en nuestra representación, hable con el señor Ministro de 
Salud Pública para solicitarle información acerca de este tema lo antes posible e inclusive para alcanzar una 
solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo tenía la idea de invitar a esta persona a la Comisión, dado que la situación 
de Bella Unión ha estado siempre rondando a esta Comisión, pero nunca se ha terminado de aterrizar, 
por distintas razones. Estuvieron los Ediles, pero no se alcanzó una solución. La situación de Bella 
Unión es evidente que requiere una solución más allá. No tengo el menor inconveniente en hablar con 
el señor Ministro y plantearle este problema, pero pretendía algo más. Podemos plantear esto después 
de escuchar las reflexiones del señor Ministro. 


SEÑOR TROBO.- Perfecto. 


SEÑOR CONDE.- De acuerdo. Evaluaremos la respuesta del señor Ministro y el lunes decidimos si 
invitamos a esta persona para concurrir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 44) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


